


Los requisitos, garantías, límites y vacíos legales 
de la disolución parlamentaria 

Carlos HAKANSSON NIETO* 

El autor re.flexiona sobre los alcances y límites de la disolución del Parlamento así como 
sus consecuencias e11 el ámbito constitucional y electora/. De tal manera, anali=a el acto 
de disolución del Parlamento desde una perspecti1·a constitucional comparada. medita 
sobre los desafíos que enfrentará el Tribunal Constitucional frente a la demanda compe­
rencial. el rol de la Comisión Permanente durante el interregno parlamentario y las con­
secuencias de la disolución a la fu= de las/i1turas elecciones extraordinarias 2020. 
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INTRODUCCIÓN 

Un adelanto a la conclusión de estas líneas, 
puede resumirse en que el proceso parla­
mentarizador en la Constitución peruana 
no fue debidamente importado y adecuado 
a una forma de Gobierno diferente y singu­
lar a la vez1

• Se puede inferir que su propó­
sito fue atenuar un régimen presidencial\ 

Doctor en Dcr~cho l Universidad de Navarra). Profesor de Derecho Constitucional e 1 ntegrución (Universidad de 
P1ura1 Titula r de la Cátedra Jean Monnet (Comisión Europea). 

Para t profesor Diego Valadés, se hace necesario distinguir los conceptos de parlamc:ntarización del s istema cons­
rnuc1onal y parlamentarilación del s istema presidencia l; para el autor"( ... ) [c]n el primer caso. toda la estruclu­
r.i con)lllucional del poder político tiende a adecuarse al sistema parlamentario. que es incorporado de una ma­
OC'rJ nmed1ata u g radual. para sustituir al sistema vigente (presidencial o tradicional); en el segundo. subsiste la 
e5tru.iura e.\ l>tente. pero se le agregan a lgunas instituciones de control politico. incluso modificadas. de origen 
¡:ia.rlamentano''. ( Valadés. 2008. pp. 426-442). 
La r.:1rc:ndac1on ministeria l. presente desde la Constitución peruana de 1823. asi como el Consejo de Ministros y 
>U Ulular. la> interpelaciones . preguntas, cuestión de co11fian1a. moción de censura y la disolución del Congreso, 
~.:: rporadas pmgresi\amc:nte e ntre las constituciones de 1856 y 1979. 
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pero mediante instituciones de un modelo 
distinto. con otra lógica y presupuestos para 
su funcionamiento. Con relación la disolu­
ción del Congreso prevista en la Carta de 
1993. una aproximación a sus disposiciones 
advierte serios vacíos en lemas tan sensibles 
para la estabilidad política, como son las con­
secuencias jurídico constitucionales y lega­
les inmediatas a su aplicación por el jefe de 
Estado3• Por eso, a continuación, el propó­
sito del trabajo es ofrecer un análisis sobre 
los requisitos de procedencia para la disolu­
ción constitucional del Congreso, así como 
sus vacíos legales tras ser aplicada el pasado 
lunes 30 de septiembre de 2019 por el Presi­
dente de la República4

• 

l. LOS REQUISITOS PARA LA DISOLU· 
CIÓN CONSTITUCIONAL DEL CON· 
GR ESO 

El artículo 134 de la Constitución peruana 
establece que el Presidente de la República 
está facultado para disolver el Congreso cen­
sura o niega su confianza a dos Consejos de 
Ministros5• El decreto supremo de disolución 
contiene la convocatoria a elecciones parla­
mentarias, comicios que se realizarán den­
tro de los cuatro meses de disolución, sin que 

ESPECIAL 

pueda alterarse las normas del sistema elec­
toral preexistente. La Carta de 1993 establece 
además que no puede disolverse el Congreso 
el último año de mandato legislativo. 

Una vez disuelto el Congreso, se mantiene en 
funciones la Comisión Permanente, que no 
puede disolverse. como garantía del princi­
pio de separación de poderes6 ; por eso. segui­
damente, la Constitución declara no recono­
cer otras formas de revocatoria del mandato 
parlamentario, ni siquiera bajo un régimen de 
excepción. como el estado de sitio7

, estable­
ciendo que el Congreso no podrá disolverse 
a pesar de cumplidas las condiciones para su 
procedencia constitucional. 

1. El Presidente de la República plan· 
tea la disolución 

El Presidente de la República, como jefe de 
Estado. es el titular del derecho de disolu­
ción. Durante el proceso constituyente, la 
mayoría favorable al Gobierno propuso una 
disolución sin expresión de causa. similar a 
la Constitución francesa de 1958, que prevé 
la formal id ad de consultar con otros órga­
nos, incluidas las cámaras legislativas, pero 
sin efectos vinculantes al jefe de estado8

, ini­
ciativa que no prosperó al final del debate. La 

3 La disolución del Congreso prevista en Ja Constitución solo es posible una vez que se censure o rechace la con­
fianza a dos consejos de ministros. cumplida dicha condición el jefe de estado puede aplicarla discrecionalmente 
antes de comenzar su último año de mandato presidencial; véanse además los articulos 135 y 136 de la Carta de 
1993 que establecen las garantías constitucionales a esta facultad presidencia l. 

4 Sobre este tema, véase el mismo problt:ma con mayor detenimiento en el marco del régimen presidencial perua­
no. llakansson (2001. pp. 426-442). 

5 El Decreto Supremo Nº 165-20JCJ-PCM fue Ja norma que d ispuso la disolución del Congreso de la República 
"( ... )por haber negado Ja confianza a dos Consejos de Ministros del Gobierno elegido para e l periodo 2016-202 1, 
manteniéndose en funciones Ja Comisión Permanente". 

6 El articulo 43 de la Constitución peruana establece que el Estado se organiza según el principio de separación de 
poderes, compréndase entonces que no está permitida su desaparición. por eso. mantener la presencia y compe­
tencias de la Comisión Permanente resu lta una garant ía para preservar dicho principio en Ja forma de Gobierno. 

7 Véanse Jos articulos 134 e inciso (2) 137 de Ja Constitución de 1993. 
8 El modelo tradicional de la disolución en Francia se caracter iza por tratarse de una d isolución llena de reservas y 

limitaciones. en las que se destaca Ja consulta previa a las propias cámaras; de manera contraria al modelo britá­
nico. En la actualidad la consulta previa con los presidentes de las cámaras está prevista en Francia (artículo 12) 
e Italia (artículo 88): sin embargo. estas consultas previas no son vinculantes, es decir no suponen en la práctica 
una limitación siendo más bien una formalidad . 
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moción de censura, o el rechazo de una cues­
tión de confianza a dos gabinetes, fue la con­
dición establecida para decidir proceder con 
Ja disolución del Congreso de la República, 
siempre de modo facultativo y atendiendo 
a las circunstancias y coyuntura política9. 

En ese sentido, que la facultad de disolver el 
Congreso sea una competencia del Presidente 
de la República, marca una diferencia con los 
parlamentarismos; en dichos modelos, son 
los jefes de Gobierno quienes invocan de este 
derecho pese a que, ordinariamente, la letra 
de los artículos constitucionales confiere esta 
facultad a los jefes de Estado'º· 

2. Una disolución constitucional bajo 
condiciones 

La disolución condicionada en el Perú sur­
gió como consecuencia de la experiencia de 
la Constitución de 1933, durante la inestabi­
lidad política surgida en el primer Gobierno 
de Fernando Belaunde Terry11 ; por esa razón, 
el Constituyente de 1979 decidió, en vez de 

excluir la moción de censura, decidió incor­
porar la disolución parlamentaria en nues­
tro régimen presidencial12• La Constitución 
peruana establece que Presidente de la Repú­
blica puede disolver el Congreso si ha censu­
rado o negado su confianza a dos gabinetes13• 

Durante la elaboración de la Constitución de 
1993, se presentó la propuesta de una disolu­
ción incondicionada14

• En efecto, en la asam­
blea constituyente se planteó que "el Pre­
sidente de la República en una crisis muy 
grave está facultado para disolver el Con­
greso, si este ha censurado o denegado con­
fianza a dos Consejos de Ministros o a cinco 
ministros individualmente' '15• Finalmente, la 
mayoría mantuvo lo establecido en la Cons­
titución de 1979, reduciendo el número de 
Consejo de Ministros censurados, es decir, 
de tres a dos gabinetes. 

Los parlamentarismos han flexibilizado las 
razones para declarar la disolución, las cua­
les responden a mutaciones constitucionales 

9 El artículo de la Constitución de 1979 establecía el requisito de tres gabinetes censurados, o rechazada la confian­
za, para permitir la disolución del Parlamento. 

10 En el Reino Unido, por ejemplo, es el Primer Ministro que solicita la disolución de Westminster para a la Reina; 
en España, el Presidente del Gobierno hace Jo propio con el Rey cuando decide poner fin a la legislatura para con­
vocar nuevas elecciones parlamentarias. 

11 La oposición parlamentaria compuesta por Ja coalición APRA-Unión Nacional Odriista, dio lugar a la censu­
ra de varios ministros y dos gabinetes ministeriales. que terminaron por desencadenar el golpe de estado mili ­
tar de octubre de 1968. Como señala García Belaunde ( 1988) "( . .. ) (l]a Colación aprovechó su mayoría numé­
rica para censurar no solo al presidente del primer gabinete sino sucesivamente a ocho distinguidos ministros 
de Estado" (p. 6). 

12 Víctor Andrés García Belaunde relata en las páginas int roductoria de su libro que, durante la crisis política del 
primer Gobierno de Fernando Belaunde Terry. "no faltaron voces que aconsejaban al presidente clausurar el Con­
greso. asumiendo una dictadura. que recibió su más coarundente rechazo. El golpe del 3 de octubre de 1968 tuvo 
como principal objet ivo frustrar el proceso electoral que ya se anunciaba y cuyo decreto de convocatoria había 
sido aprobado ya por el consejo de ministros" (García Belaú11de, 1988, pp. 6-7). 

13 Véase el articulo 134 de Ja Constitución peruana de 1993. 
14 El texto elaborado en Comisión fue aprobado por seis votos a favor, cuatro en contra y una abstención: el mis­

mo disponía que "en caso de grave controversia entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, que ponga en 
peligro la estabilidad política de l país, el Presidente de la República, para que el pueblo dirima esa controver­
sia. puede, con acuerdo del Consejo de Ministros. por una sola vez. durante su mandato, disolver el Congre­
so, según los requisitos y dentro de las limitaciones que esta Constitución establece"; cfr. Actas del Congreso 
Co11srituyen1e. sesión del 1 de abril de 1993, p. 161. Esta misma disposición se encuentra también en los pro­
yectos elaborados por la misma Comisión publicados el 20 de mayo de 1993, el 22 de Junio y el llevado al Ple­
no el 1 de Julio del mismo año. 

15 Véase .frias ele/ Congreso Co11stit11ye111e, sesión de l 1 de abril de 1993, pp. 160-161. 
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que, producto de un cam- la República estaría habi-
bio de contexto, pero no 
del texto, se ha convertido 
en la oportunidad de un 
primer ministro para cul­
minar la legislatura, disol­
ver la cámara, cuando los 
vientos electorales corren 
a favor del Gobierno. En 
el Derecho Comparado 
también observamos la 
Constitución belga, donde 
el Jefe de Estado solo 
podrá disolver la cámara 
baja cuando rechace por 

El mod~lo de disolución par­
lamentario adoptado por la 
Constitución peruana, si bien 
se orienta a evitar la censura 
ininterrumpida de gabinetes, 
no establece unos límites si­
milares para el ejercicio de las 
censuras dirigidas y aproba­
das contra los ministros de 
forma individual. 

1 itado para disolverlo. Así, 
manteniendo las correc­
ciones de la moción de 
censura, de la misma 
manera, la oposición logró 
mantener las condicio­
nes del derecho de diso­
lución17. Por tanto, el ejer­
cicio de la censura y la 
cuestión de confianza, con 
la facultad de disolver el 
Congreso, se encuentran 
vinculados de una manera 

mayoría absoluta una cuestión de confianza 
al Gobierno, o lo censure sin proponer al jefe 
de Estado el sucesor a primer ministro16. 

La facultad del Jefe de Estado peruano de 
disolver el Parlamento responde a propósitos 
distintos de los previstos por los parlamenta­
rismos. La facultad presidencial para disolver 
el Congreso pone límites al ímpetu irrazo­
nable del control parlamentario. El ejerci­
cio de la moción de censura o el rechazo de 
la cuestión de confianza solo tendrían opor­
tunidad para ejercerse contra un gabinete, 
ya que, luego del segundo, el Presidente de 

particu lar. 

El modelo de disolución parlamentaria adop­
tado por la Constitución peruana, si bien se 
orienta a evitar la censura ininterrumpida 
de gabinetes, no establece unos límites simi­
lares pa ra el ejercicio de las censuras diri­
gidas y aprobadas contra los ministros de 
forma individual'8 . Un peligro latente para 
cualquier Gobierno en mi noría, si considera­
mos que es más fácil a un Parlamento multi­
partidista ponerse de acuerdo en censurar a 
ministros singulares, que exigir la responsa­
bilidad al gabinete y correr el riesgo de una 
disolución parlamentaria19

• 

16 Véase el articu lo 46 de la Constitución belga de 1831, reformada en 1994. 
17 La disolución sin causa del Parlamento. defendida por la mayoría en la asamblea constituyente, tuvo el siguiente 

fundamento a cargo de Torres y Torres Lara, "cuando el Gobierno tiene minoría parlamentaria viene el enfre11-
tamicn10, y si ese enfrentamiento llega al extremo, 1ermina con un golpe de es1ado. ¿Qué es lo que tenemos que 
hacer para eviiar el golpe de estado? Es inst ituc ionalizar. como en tantos paises. la consulta al pueblo cuando la 
fricción entre el poder ejecutivo y el poder legislativo paraliza las acciones del Gobierno( ... ). y \OY a explicar por 
qué. aqui en el Perú, es10 es más importante que en los demás países de nuestro Continente. En los demás países 
latinoamericanos. donde en verdad funciona e l pres idenc ialismo, como en el caso de EE.UU.; o en la gran mayo­
ría de nuestros países. el Parlamento no tiene facultad para censurar a los ministros. ea consecuencia. no puede 
presionar al extremo al ejecutivo a través de personas concretas para que cambie su política. Acá si. y lo tenemos 
desde hace más de un siglo" (Torres y Torres Lara, 1993, p. 52). 

18 Este problema fue previsto durante la e laboración de la Constitución de 1979. En ese sentido, durante los debates 
se advirtió que con esa redacción "se deja abierta la posibilidad de que se censura a las ministros, uno tras otro. 
sin limite alguno. individualmente'·. Véase A eras de la Asamblea Cons1i111yenre de 1978, diario de los debates, vo­
lumen 7. publicación oficial. 1978i l979, p. 284. 

19 Sobre los problemas de censurar ministros singulares individua lmente. véase Eguiguren Praeli (1993. pp. 158-19. 
en concreto p. 173). 

GACETA CONSTITUCIONAL 1TOMO143 • NOVIEMBRE 2019 • ISSN 1997-8812 • pp. 26-38 - -- 29 



CONSTITUCIONAL 

3. El decreto de disolución parlamen· 
ta ria 

El decreto de disolución es la norma jurídica 
administrativa, a través del cual el Presidente 
de la Repúbl ica disuelve el Congreso. Se trata 
de un decreto supremo que para su validez 
debe contener la convocatoria a elecciones 
para un nuevo Parlamento que complete el 
mandato del disuelto10

. una norma que debe 
ser refrendado por el Consejo de Ministros21 • 

En los modelos parlamentaristas, el jefe de 
estado también debe expedir un decreto de 
disolución. pero el significado político es dis­
tinto que el semipresidencialismo francés o 
el régimen presidencial peruano. En los par­
lamentarismos, a pesar que la disolución sea 
decidida por el primer ministro, es el jefe de 
estado quien forma 1 mente manifiesta for­
mal mente la decisión de disolver mediante 
un decreto. En el caso español, por ejemplo, 
el decreto de disolución ha de ser expedido 
por el Rey, sin embargo, el papel del Jete de 
Estado español es formal y reglado. no le cabe 
discrecionalidad para decidir; ello se mani­
fiesta en un doble sentido, por un lado, queda 
excluida la posibilidad que el monarca pueda 
decidir la disolución por sí mismo y, por otro, 

también se excluye la posibilidad que pueda 
rechazar la propuesta de disolución. La regu­
lación de la Constitución española de 1978 es 
una de las más claras respecto a la actuación 
del monarca en un estado constitucional. La 
disolución voluntaria en Austria y Finlandia. 
por ejemplo, es formalmente un atributo del 
jefe de estado, sin que se requiera expresa­
mente la iniciativa del de Gobierno21

. En Ale­
mania, por el contrario, Ja iniciativa de diso­
lución requiere la propuesta del Canciller21 . 

4. La convocatoria de nuevas elec-
ciones parlamentarias 

El decreto de disolución expedido por el Presi­
dente de la República debe contener la convo­
catoria para Ja elección de un nuevo Congreso, 
dentro de los cuatro meses de la fecha de diso­
lución2~. una garantía para que el Gobierno no 
pueda modificar el régimen electoral preexis­
tente25. La Constitución francesa también fija 
un plazo para las elecciones de su Asamblea 
Nacional, que se celebrarán entre los veinte y 
cuarenta días siguientes a la disolución de su 
cámara baja. En la Constitución española, la 
última frase del primer párrafo del artículo 115 
establece que el decreto de disolución fijará 

20 El articulo 3 del Decreto Supremo Nº 165-2019-PCM, establece la convocatoria para elecciones de"'( ... ) un nue­
vo Congreso, para el día domingo 26 de enero de 2020, para que complete el periodo constitucional del Congreso 
disuelto. incluida la Comisión Permaneme'·. 

21 Véase t:I artículo 134 de Ja Constituc ión peruana de 1993. El DS 165-2019-PCM fue la norma expedita para la di­
solución parlamentaria del pasado JO de septiembre de 2019. la cual ha sido cuestionada por carecer de refrendo 
del Consejo de Ministros al momento de su expedición. dado que el nuevo gabinete recién juramentó el jueves J 
de noviembre. una norma infralegal sólo firmada por su nuevo prcmicr. Vicente Zcballos Salinas. 

22 El articulo 29. I de la Constitución de austriaca de 1929 establece que ··El Presidente federa l podra disolver el 
Consejo Nacional. pero sólo podrá hacerlo una ve7. por el mismo motivo. En este caso. las nuevas elecciones de­
ben ser convocadas por el Gobierno federal de tal manera que el nuevo Consejo Nacional se puede reunir dentro 
de los cien dias siguientes a la disolución··. Constitución de Finlandia de 1919. articulo 27: .. Entre las at ribuciones 
del Presidente está la de convocar el Parlamento en sesión extraordinaria. ordenar elecciones a la Cámara. abrir y 
cerrar sus sesiones. as! como disolver la Cámara y convocar nuevas elecciones··. 

23 El artículo 68.1 de la Ley Fundamental de Bonn establece que. si .. una moción de confianza del Canciller Federal 
no fuere aprobada por la mayoría de los miembros del Bzmdestag. el Presidente Federal. a propuesta del Canciller. 
podrá disolver el B1111destag dentro de un plazo de 21 dias. El derecho de disolución expirará tan pronto como el 
Bwulestag por la muyoria de sus miembros elija otro Canciller Federal ... 

24 Véase. el articulo 3 del Decreto Supremo Nº 165-2019-PCM. 
25 Véase el articulo 134 de la Constitución peruana de 1993. 

30 --- pp. 26-38 • ISSN 1997-8812 •NOVIEMBRE 2019 •TOMO 143 I GACETA CONSTITUCIONAL 



ESPECIAL 

y destituye al Consejo la fecha de las elecciones. 
Por eso, la celebración de 
nuevas elecciones parla­
mentarias se convierte en 
la razón y motivo para la 
disolución de las cámaras 
legislativas, tantas veces 
como sea posible hasta 
poder formar e investir a 
un nuevo Gobierno, sea 
con mayoría propia o por 
coalición con otras fuerzas 
políticas con representa­
ción parlamentaria. 

El artículo 136 de la Consti-
de M i nistros . De esta 
manera, de modo excep­
cional y ante esta coyun­
tura, el Congreso dispone 
de la facultad para desti­
tuir al gab inete ministe­
rial, responsable político 
por incluir el calendario 
electoral. Se entiende que 
se trata de un deber del 
Congreso, que no requiere 

tución establece que, si las 
elecciones no se efectúan en 
la fecha indicada en el decre-
to de disolución, el Congre­
so disuelto se reúne de pleno 
derecho, recupera sus facul­
tades, y destituye al Consejo 
de Ministros. de un mayoría absoluta o 

calificada, simplemente 
adquiere la facultad para 

La Constitución española de 1978 optó por 
una posición intermedia, pues, en vez de 
incluir los plazos o términos previstos para 
la celebración de las elecciones, se remite 
a la regulación general en materia electo­
ral establecida por su Carta de 197826

• En 
el Estado peruano. por otro lado, el regla­
mento parlamentario establece que el nuevo 
Congreso completará el mandato truncado 
por el decreto de disolución27• El Congreso, 
extraordinariamente así elegido, sustituye al 
anterior, incluida la Comisión Permanente, y 
completa el período constitucional del Con­
greso disuelto28. 

Como una garantía constitucional a la deci­
sión de disolver el Congreso, la Carta de 1993 
establece una sanción ante la mora para el 
cumplimiento de las elecciones. El artículo 
136 establece que, si las elecciones no se 
efectúan en la fecha indicada en el decreto 
de disolución, el Congreso disuelto se reúne 
de pleno derecho, recupera sus facultades, 

destituirlo, ninguno de los miembros del 
gabinete destituido puede volver ser nom­
brado ministro durante el resto del periodo 
presidencial. 

11. LAS GARANTÍAS Y LOS LÍMITES 
EN LA APLICACIÓN DE LA DISO· 
LUCIÓN DEL CONGRESO 

La disolución congresal en la Constitución 
peruana comparte con el parlamentarismo 
español más de un límite, pero guardan algu­
nas diferencias por tratarse de una distinta 
forma de Gobierno. La incongruencia de las 
instituciones procedentes del parlamenta­
rismo a un inicial modelo presidencialista, 
se percibe en las disposiciones destinadas a 
regular esta facultad presidencial. La Cons­
titución peruana establece una garantía y 
tres limitaciones. La primera, es la prohi­
bición del Ejecutivo para modificar el régi­
men electoral preexistente tras la disolución; 
la segunda, que el Presidente de la República 

26 Al inicio del debate constituyente en el seno del Congreso. se suprimió del actual articulo 115 el último aparta­
do (4) que figuraba en el proyecto de la Ponencia redactora. que permitía regula r esta materia y que establecía un 
plazo de 30 y 50 días para la celebración de las nuevas elecciones. Y en segundo lugar se puede afirmar que Jos 
plazos fijados consti tucionalmente por el régimen electoral general se encuentran dentro de la media común a la 
generalidad de los sistemas parlamentarios europeos. 

27 Véase el artículo 47 del Reglamento del Congreso. 
28 Véase el articulo 136 de Ja Constitución peruana de 1993. 
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no puede disolver el Parla­
mento el último año de su 
mandato o declarado un 
estado de sitio. Y, la ter­
cera, que la Comisión Per­
manente se mantendrá en 
funciones como garantía 
de vigencia del principio 
de separación de poderes 
en un Estado constitu­
cional de derecho29• 

1. No cabe disolver el 
Parlamento el últi· 
mo año del manda· 
to presidencial 

La Constitución peruana es­
tablece una garantía y tres 
limitaciones. La prohibición 
del Ejecutivo para modificar 
el régimen electoral preexis­
tente tras la disolución; que 
el Presidente no puede di­
solver el Parlamento el últi-
mo año de su mandato o de­
clarado un estado de sitio y 
que la Comisión Permanente 
se mantendrá en funciones 
como garantía de vigencia del 
principio de separación de 
poderes en un Estado cons­
titucional de derecho. 

La Constitución fran­
cesa de 1958 establece 
que no se procederá a una 
nueva disolución al año 
siguiente de las eleccio­
nes30, una disposición de 
Derecho Comparado que 
nos parece más de sen­
tido común, pues, si en 
poco tiempo se ejercitan 
dos diso luciones sucesi­
vas se corre el riesgo de 
que el Jefe de Estado fran­
cés, con un resultado elec­
toral adverso, decida pro­
bar mejor suerte mediante 
otra disolución y compro­
metiendo más la estabili­
dad política, además de 
ser una burla a la decisión 
del electorado. No obs ­
tante, en la Constitución 

La Constitución peruana 
establece como límite que 
el Parlamento no podrá 
disolverse el último año 
de su mandato; una dis­
posición que debe concor­
darse con el párrafo final 
del artículo 136, que establece que el nuevo 
Parlamento completará el período restante 
del Congreso disuelto. El motivo de esta dis­
posición es evitar las elecciones separadas 
y no coincidentes de los poderes legislativo 
y ejecutivo que, como sabemos por nuestra 
forma de Gobierno, son generales y resuel­
tas en primera vuelta, solamente las eleccio­
nes presidenciales pueden culminar en un 
balotaje, si ningún candidato obtiene la mitad 
más uno del número total de votos emitidos. 

española de 1978 el crite­
rio fue distinto. El artículo 1 15.3 nos dice que 
no procederá una nueva disolución antes de 
transcurrir un año de la anterior, salvo lo dis­
puesto en el artícu lo 99.531 • Una prohibición 
que se fundamenta por dos razones; la pri­
mera, que el empleo reiterado de este meca­
nismo supondría la ignorancia del reciente 
pronunciamiento en las últimas elecciones. 
El segundo fundamento versa en un principio 
de oportunidad, dado que se trata de evitar 
que la disolución se vuelva a proponer antes 

29 Véase el artículo 134 de la Constitución peruana de 1993. 
30 Véase el artículo 12 de la Constitución francesa de 1958. 
31 Uno de los problemas que plantea esta prohibición es el de determinar si la misma se refiere sólo a la Cámara an­

teriormeme disuelta. o si afecta a todo el Parlamento. No obstante, nosotros entendernos que la prohibición de 
disolver de nuevo en el plazo de un año se refiere exclus ivamente a la Cámara disuelca y no afectaría al Senado. 
La prohibic ión del artículo 115.3 es genérica, no distingue entre las tres formas posibles de disolución voluntaria 
previstas en el apartado primero del mismo artículo, por lo que la disolución de cualquiera de las cámaras deter­
minaría la prohibición de disolver otra en el plazo de un año. Véase Fernández Segado (1998, pp. 189-191). 
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·an- que las nuevas cámaras estén constituidas, 
o una vez formadas, antes de que hayan 
demostrado su real capacidad para nombrar 
un Gobierno estable3~ . 

2. No cabe disolver el Congreso bajo 
régimen del estado de sitio 

La Constitución peruana establece la prohi­
bición de disolver el Parlamento bajo el régi­
men del estado de sitio33• Si en la práctica es 
difícil, pero no imposible, que pueda produ­
cirse la decisión presidencial de disolver el 
Congreso, el constituyente consideró invia­
bi lidad para ser aplicada durante un estado 
de sitio, que supone un grave estado para el 
país, corno es el caso de la previa declara­
toria de una guerra exterior o civil, o inmi­
nente amenaza que pueden producirse; en 
esos casos, la necesidad de los poderes eje­
cutivo y legislativo para mantener sus rela­
ciones previstas constitucionalmente, se hace 
indispensable para atender un régimen de 
excepción, en el cual no pueden limitarse ni 
dejar de garantizar el ejercicio de los dere­
chos fundamentales. 

En los parlamentarismos europeos, el esce­
nario es distinto, cabe decir natural, pues, el 
ejercicio del derecho de disolver las cámaras 
legislativas se presenta, al menos, cada cua­
tro o cinco años. ya sea al final de una legis­
latura, o cuando el jefe de Gobierno desea 
aprovechar las simpatías del electorado de 
cara a unas próximas elecciones. Finalmente, 
la última garantía al derecho de disolución es 
la entrada en funciones de Ja Comisión Per­
manente, pero, por tratarse de un efecto al 

ESPECIAL 

derecho de disolución, lo analizaremos más 
adelante. 

111. LOS EFECTOS DE LA DISOLUCIÓN 
DEL CONGRESO 

Se pueden distinguir los siguientes efectos 
cuando se produce la decisión de disolver 
del Congreso, una vez producidas las condi­
ciones y manifestada la voluntad del jefe de 
estado para culminar una crisis política. 

1. La revocator i a del mandat o 
parlamentario 

La Constitución peruana establece que el 
mandato legislativo es irrenunciable3"; no 
obstante, el primer efecto es el fin del man­
dato parlamentario añadiendo que no existe 
otra forma de revocatoria. El segundo efecto 
es que los parlamentarios disueltos, con la 
excepción aludida de los miembros de las 
Comisión Permanente, pierden todas las 
prerrogativas y derechos de función fruto 
del mandato representativo, con excepción 
del principio de inviolabilidad parlamenta­
ria, es decir, que los congresistas no puedan 
ser perseguidos por las opiniones o votos 
emitidos en el ejercicio de su cargo, aun 
después de haber finalizado su mandato. 
de acuerdo al artículo 93 de la Constitu­
ción peruana y artículo 16 del Reglamento 
del Congreso. Unas disposiciones simila­
res están establecidas en el artículo 71.l de 
la Constitución española de 1978 y los ar­
ticu los 10 y 21 de l Reglamento del Con­
greso de los Diputados y del Senado espa­
ñol, respectivamente. 

32 El articulo 32 de la Constitución danesa de 1953. quizá sea el más sencillo y explicito de esta idea. al requerir que 
el Folketing no será disuelto nuevamente antes de que el nuevo Gobierno se haya presentado a la Cámara para ob­
tener su confianza. 

33 Véase el artículo 134 de la Constitución peruana. 
34 Véase el articulo 95 de la Constitución peruana de 1993. 
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2. La Comisión Permanente del Con· 
greso y su posición constitucional 

El artículo 134 de la Constitución de 1993 
establece como límite que la Comisión Per­
manente no podrá ser disuclta35• La Cons­
titución de 1979. que contaba con un Con­
greso bicameral, impedía la disolución de 
la Cámara de Senadores. La disposición de 
este artículo confirma la intención del Cons­
tituyente de 1993 de compensar un Con­
greso unicameral reforzando las competen­
cias de la Comisión Permanente, cuando su 
real naturaleza es operar sólo cuando el pleno 
congresal se encuentre en receso. 

2.1. La legitimidad procesal de la Comisión 
Permanente 

La Comisión Permanente se compone "( ... ) 
guardando la proporcionalidad de los repn:­
sentantes de cada grupo parlamentario" y 
ejerce sus funciones bajo el mismo regla­
mento en lo que le sea aplicable y presidida 
por el mismo titular del Congreso36

• En lo que 
respecta al ejercicio de sus propias atribucio­
nes, el reglamento establece que durante el 
interregno parlamentario, la Comisión Per­
manente está facultada para ejercer sus "fun­
ciones de control" conforme con la Constitu­
ción Política y su norma reglamentaria37

; por 
tanto, dado que entre las funciones de fiscali­
zación del Congreso se encuentran: "la apro­
bación de acuerdos sobre la conducta política 
del Gobierno", así como el cuidado "que la 
Constitución política y las leyes se cumplan y 
disponiendo lo conveniente para hacer efec­
tiva la responsabilidad de los infractores"'~. 
resulta una institución de funciones más rele­
vantes que una mesa de partes. La Comisión 
Permanente, ejerciendo sus atribuciones, bajo 

el receso parlamentario. o durante el periodo 
de interregno, es la garantía de permanen­
cia del principio de separación de funciones 
del poder. interpretar lo contrario resulta una 
afectación al artículo 43 de la Constitución, 
especialmente cuando describe los rasgos del 
Estado peruano, con un Gobierno unitario. 
representativo y descentralizado, que se rige 
por el principio de la separación de poderes. 

No reconocer la legitimidad procesal que 
goza la Comisión Permanente para. even­
tualmente, interponer una demanda compe­
tencia! ante una irregular disolución del Con­
greso, resultaría una clara indefensión de un 
poder del Estado ante otro, toda vez que el 
Tribunal también reconoce el principio pro 
actione. que lo conmina para atender y ade­
cuar las exigencias formales con el propósito 
de realizar los fines de los procesos constitu­
cionales, como son la defensa de los derechos 
fundamentales y la separación de poderes. 

La administración de justicia en materia 
constitucional debe exigir el cumplimiento 
de las formalidades, pero si esa exigencia 
amenaza con producir una desprotección a 
los derechos y libertades y, en consecuen­
cia, una vulneración irreparable a la sepa­
ración de poderes. las formalidades deben 
adecuarse o, si fuese necesario, deben pres­
cindirse para real izar el objetivo principal 
de los procesos de garantía constitucional. 
De este modo, el principio pro actione tiene 
la finalidad de evitar que una pretensión sea 
desestimada de plano, que no se revise el 
tema de fondo. solo por no haberse respetado 
una formalidad procesal. a pesar de verse 
amenazado o vulnerado un derecho o prin­
cipio en la norma fundamental. Lo que se 

35 1 \IJ dispo>ición constitucional debe ser concordada con el articulo 45 del Reglamento del Congreso. 
36 Wa,e el anicu lo 42 del Reglamento del Congreso . 
.'"' v¿a.,e d articulo 46 dd Reglomenio del Congreso. 
~'\ \ca'c d articulo 5 del Reglamento del Congreso. 
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,-,,Y"_,-Y' ,,,;_!/''""> tiene la facultad para pre­busca es poder garantizar 
el derecho a la tutela ju­
risdiccional efectiva, para 
impedir que se frustren 
los objetivos de los proce­
sos constitucionales. 

:t:;- .j/•' 
p¡,ir,ªnt~;!!,lx!Jlterregno parla-
i'f¡~,i)'ta!iq~{¡li Comisión Per­
ma·nente ·está facultada para 
ejercer sus 'funciones de con­
trol' conforme con la Cons­
titución Política y su norma 
reglamentaria. 

sentar una demanda com­
petencia! ante el Tribunal 
Constitucional, dado que 
su composición, a diferen­
cia de otros órganos cons­
titucionales y entidades 
estatales, guarda la mis1na 
proporción de las distin­
tas fuerzas de representa-

2.2. La demanda compe-
tencia! 

Las dudas respecto a !a 
constitucionalidad del 
decreto de disolución lle-
varon a la Comisión Permanente del Con­
greso a la necesidad de presentar, a través 
de su presidencia, una demanda competen­
cia! ante el Tribunal Constitucional, máxhno 
intérprete de la norma fundamentaP 9, para 
que, con base a los principios de unidad y 
corrección funcional, establezca cuáles son 
los límites en el ejercicio de las atribuciones 
de cada órgano constitucional en el marco de 
la forma de Gobierno; es decir, a Ja luz del 
principio democrático y colaborativo*", se 
pueda resolver si se produjo, o no, un menos­
cabo a las atribuciones de un órgano estatal 
por acción de otro poder estatal. Una resolu­
ción cuyo contenido será la columna verte­
bral de interpretación de las relaciones eje­
cutivo-legislativo, en el marco de un régimen 
neopresidencial con relaciones extraórganos 
parlamentarizadas41 • 

La Co1nisión Permanente, de acuerdo con 
todo lo anterior y a la coyuntura política, 

ción política del pleno, por 
simbolizar la continuidad 

del Congreso, lo contrario equivaldría .decir 
la afectación al principio de separación de 
poderes, una condición que no resiste aná­
lisis a favor; precisamente, para que en todo 
momento pueda tomar decisiones y ejercer la 
defensa de su autonomía normativa, econó­
mica, administrativa y política -,consecuen­
cias de su soberanía funcional-, si ha sufrido 
un arbitrario menoscabo de sus atribuciones 
y conforme con el principio de separación de 
poderes. 

3. La composición del nuevo Parla· 
mento y sus primeras acciones 

Con relación a las primeras acciones del 
nuevo Congreso, la Constitución de 1993 
establece que puede censurar al Consejo de 
!Vtinistros o negarle confianza, después de 
exponer sus actos y decretos de urgencia 
expedidos durante el tiempo de disolución 
denominado "interregno parlamentario". En 
ese lapso, como saben1os, el Poder Ejecutivo 

39 Al mo1nento de redactar estas lineas, el Tribunal Constitucional a<lmítió a trátnite la·dcmanda competencia! con­
tra el poder eject1tivo, pero declarando improcedente Ja solídtu<l de me<lida cautelar; véase el auto 2 del Exp_ 
Nº 0006-2019-CCiTC. 

40 La separación de poderes no resulta incompatible con las relaciones de colaboración existentes entre !ns órganos 
del estado constitucional: por ~je1nplo, el Congreso produce legislación y es promulgada por el Presidente de Ja 
Repllblica, el ejecutivo rinna tratados internacionales y el Parlamento los ratifica, el Gobierno <licta decretos de 
urgencia y da cuenta el legislativo. 

41 El profesor Karl Loewenstein rue el primero en identificar un presidencialismo distinto al dásico modelo ~sta­
dounidense, estructurado sobre las bases de un estado federal. más cercano a regímenes de tradición autorita­
ria, buscando compensarlos con instit11ciones de las fonnas de Gobiernos parlarnenlari~tas. Véa;e Loewenstein 
(pp. 84-85). 
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CONS e decretos de urgencia, de los 

.,, ~uenta a la Comisión Permanente para 
~ los examine y los eleve al nuevo Con­
gre o instalado y en operaeiones41

• 

El iter constituyente, a diferencia de la Cons­
titución de 1979, colocó un contrapeso a la 
facultad de disolver el Congreso si llegara a 
producirse. Esta disposición nos parece una 
ob\ iedad, pues el nuevo Parlamento gozará 
de las mismas atribuciones del anterior. con 
lo cual, si tiene la mayoría suficiente, podría 
interponer una moción de censura o rechazar 
una cuestión confianza al Consejo de Minis­
tros. Por otro lado. que el ejecutivo gobierne 
mediante decretos de urgencia resulta lógico 
por tratarse de una situación extraordina­
ria, pero no exenta de control parlamentario 
durante y al final del interregno eongresal, 
es decir, que contengan materia económica y 
fi nanciera. El reglamentismo de las disposi­
ciones constitucionales también alcanza a las 
relaciones entre poderes. La doctrina dcno­
mi na "dictadura constitucional" al per iodo 
cuando el Presidente de la República legisla 
mediante decretos de urgencia, de los cua­
les solo rinde cuenta a la Comisión Perma­
nente43. Al final de este apartado, la pregunta 
que nos queda es la siguiente, ¿qué sucede 
si la lista del Presidente de la República no 
gana las elecciones al Parlamento? La Cons­
titución peruana no nos ofrece ninguna res­
puesta. No obstante, podemos plantear dos 

1 escenarios a consecuencia de la disolución y 
elección de un nuevo Congreso: 

3.1. La instalación de un Congreso adver­
so al Ejecutivo, ¿conlleva una posterior 
dimisión presidencial? 

La Constitución peruana no exige la presen­
tación de la renuncia presidencial, una vez 
conocidos los resultados electorales adver­
sos en el nuevo Congreso. No podrá exigirse 
una dimisión al cargo, dado que la legitimi­
dad política del jefe de Estado está sostenida, 
directamente, gracias al voto por sufragio 
universal; sin embargo, el Presidente de la 
República será libre de presentarla, debido 
a que la mayoría parlamentaria, de distinto 
color político, solo haría continuar la ines­
tabilidad política del Congreso que fuera 
disuelto44

• 

3.2. La posibilidad de construir una coha-
bitación politica 

La segunda solución sería que el Jefe de 
Estado peruano acepte cohabitar con la opo­
sición en el Gobierno, por la salud del régi­
men y la estabilidad política. es decir, que 
acepte nombrar un primer ministro de agrado 
de la oposición. que nombre libremente a su 
gabinete y que ejerza ciertas atribuciones de 
Gobierno pactadas con el Presidente de la Re­
pública. De esa manera, nos encontraríamos 
ante una '"parlamentarización" del régimen 
presidencial peruano45• pues, por una parte. 

42 Wasc el articulo 135 de la Constitución pcru<ma de 1993. 
43 Véase Chirinos Soto ( 1994. p. 278). . . 
44 Chi rinos Soto planteó esa hipótesis en los debates de la Asamblea Constituyente de 1?78 con el s1gu1ente argu­

memo: ... Qué sucede si el electorado devuehe - como es probable. sobre lodo en un s1slema representativo pro­
porciona1Í- si devuelve( ... ) una mayoría ad,ersa al Presidente de la República'> Aunque no esté legislado, el Presi­
dente de la República se va a ver en situación tan incómoda que tcadría que renunciar .. ; cfr. Acras de la Asamblea 
C11nsrir11re111e de 1978. Diario de los Debates. volumen 7, publicación oficial. 1978/ 1979. p. 319. 

45 Como s~stiene el profesor García Belaunde (200Q) "'( ... )la adopción del sis1ema presidencial fue hecha en el Perú 
en fecha muy temprana y Jo ha tenido a lo largo de toda su historia. Y rambién se comprendió. mu~ pronto los ex­
c.:sos que producía el sistema. que va a tener algunas matizaciones importantes en las Const1tuc1011cs de 197Q )' 
en la' igeatc de 1993" (p. 132). 
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"-''·'' ..,A'' el cargo de jefe de Estado 
quedaría reservado para 
el Presidente de la Repú­
blica y, por otro, la calidad 
de jefe de Gobierno para 
el Presidente del Consejo 
de Mínistros. No obstante 
lo anterior, el Congreso 
todavía no está preparado 
para tlcvar a cabo una 
cohabitación "a la fran-

,,;;;F .. ·' J;J/l 

11_,~sctfJ~,g,~enomina 'dicta­
~mtto~Pcional' al erio-,, ' ' , p 

Legislativo peruano, una 
diferencia con la separa­
ción tajante de poderes de 
los presidencialismos. 

dó'cuando' el Presidente de 
la República legisla mediante 
decretos de urgencia, de los 
cuales solo rinde cuenta a la 
Comisión Permanente. 

IV. LA DISOLUCIÓN 
DEL CONGRESO EN 
LA PRÁCTICA 

Tuvieron que transcu­
rrir veintiséis años de 
vigencia de la Constitu-

cesa" debido, entre otros 
factores, a que el semipresidencialismo no 
funciona en un _sistema multipartidísta donde 
es diflcil alcanzar la mayoría parlamentario 
y. por tanto, ponerse de acuerdo con la oposi­
ción para investir a primer ministro; así como 
tampoco creeinos que el Presidente de la Re­
pública esté dispuesto a renunciar a sus com­
petencias, aferrándose 1nás bien a su propia 
legitimidad y denunciando una invasión de 
sus competencias por el Primer Ministro. 

3.3.La reconstitución del Parlamento 
disuelto 

Las acciones que faculta el artículo 136 de la 
Constitución resultan ilusorias en el marco 
de un régimen presidenyial con déficit de 
institucionalidad democrñtica; sin embargo, 
el mísmo artículo confirma el deseo de los 
constituyentes peruanos que las eleccio­
nes no dejen de ser generales. El último 
párrafo Dos dice que ''el Congreso extraor­
dinariamente así elegido sustituye al ante­
rior, incluida la e.omisión Permanente, y 
completa el período constitucional del Con­
gre·so disuelto". La finalidad de esta dispo­
sición es clara: no habrá elecciones distintas 
y espaciadas para la elección del Ejecutivo y 

ción de 1993, para apli­
carse la última institución parlamentarista; 
sin embargo, lejos de tratarse de un récord o 
nueva marca panamericana, las consecuen­
cias de disolver el Congreso en un país con 
déficit institucional, convierte al decreto de 
disolución en una enfermedad peor que una 
solución a los problemas de gobernabilidad 
surgidos desde julio de 2016, pues, además 
de tratarse de una inconstitucional aplica­
ción46, la dísolución prevista en la Carta de 
1993 solo cuenta con las disposiciones cons­
títucionales e importantes vacíos en su regu­
lación parlamentario. En otras palabras, se 
trata de una coyuntura política, prevista en 
nuestra forn1a de Gobierno, que carece de 
un protocolo normativo que despeje dudas 
para su normal ejecución hasta las elecciones 
previstas en enero de 2020. 

La falta de claridad sobre el estatuto de los 
coogfesistas que componen la Comisión Per­
manente, que no se disuelve y mantiene en 
funciones, así como la negación de toda atri­
bución de control, comparándola con una 
mesa de partes, las consultas jurídicas para 
saber si puede, o no, operar la subcomisión de 
acusaciones constitucionales; las preguntas 

46 E! princípa\ deber del Presidente de !a República es cumplir la Constitución y las leyes, cierto es que para poder 
realizar ese cometí do tí ene primero que interpretarlas, pero que su ejercicio hermern.;utico le permita la posibili­
dad de descubrir otros modos de conocer las decisiones par\an1entarias (rechazo •'füctico" de la cuestión de con­
fianza). no reconocidas expresamente entre las disposiciones constitucionales y legales, solo es competencia de 
lajurisdkción ronstitucional. 
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todavía sin responder re~pel.lo a las nuevas 
reglas clectorale .... \. 1m.rnuc1onales y legales, 
sabiendo que fueron aprobadas sin transcurrir 
un año de .iprobac1on~ los problemas organi­
zall\u .... log1sucos y temporales para organi­
zar un proceso electoral parlamentario, hasta 
la rápida preparación de las listas congresa­
les de ciento treinta candidatos cada una, sin 
un sistema de partidos fuerte, organizado, 
de arraigo nacional y más formador que solo 
"reclutador" de líderes políticos. 

La disolución del Congreso carece de un pro­
tocolo que permita conocer, con anticipa­
ción, más bien, muestra una irresponsable 
decisión para aplicar una institución de ori­
gen parlamentarista, que demanda un alto 
grado de institucionalidad democrática y res­
peto al Estado de derecho. Las lagunas lega­
les aludidas se hicieron más notorias cuando 
nos trasladamos de la teoría a la práctica. 
La condición del titular del Congreso, acu­
sado de usurpar funciones en un legislativo 
disuelto, la falta de claridad de las normas 
electorales que serán aplicables para las elec­
ciones congresales, así como no tener una 
fecha para la instalación de los parlamenta­
rios electos, entre otras preguntas sin resol­
'er. nos confirma la ausencia de una debida 
regu lación que permita conservar la debida 
e3tabilidad para la consecución un proceso 
ekccoral, parcial y extraordinario, previsto 
en nuestra forma de Gobierno4

' . 
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·- .\I momento de culminar este trabajo. el Jurado Nacional de Elecciones. a través de un comunicado de prensa. 
• -1der1• que la disposición establecida en el articulo 90-A de la Constitución peruana no se aplica a las elcccio· 
~-parlamentarias por su carácter extraordinario. dado que el proceso elec1oral del próximo 26 de enero de 2020 . 

• ne 13: mahdaJ de t:omplctar el mandato que resta al Congreso electo en 2016. Véase: https://elcomercio.pe/clec­
, • ~ 11~11 J ne· re; uc 1 \'C· q uc-m iem bro~-de 1-congreso-d is uello-pucdcn post u la r-elccc iones-2020-nol icia/. 
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